PROCESO, PRENSA Y OPINIÓN PÚBLICA
Eleonora E. Sommariva

Cuando los organizadores de este Congreso tuvieron la deferencia de invitarme para participar en este panel, y supe que el tema del que iba a ocuparme era nada menos que el de “Proceso, Prensa y Opinión Publica”, confieso que me llevo varios días de preocupada meditación establecer de qué manera tratar, en estos tiempos que nos ha tocado vivir, un tema cuya trascendencia teórica y práctica para la vida de una democracia republicana no será, por cierto, necesario de subrayar.
Y comprendí que tenía dos caminos, claro está que vinculados pero conceptualmente diversos, para exponer mis consideraciones sobre un tema de semejante importancia.  El primero, resumir fallos, doctrinas, antecedentes y comentarios, que otros grandes juristas, de toda evidencia mucho más capacitados que la que habla, ya han expuesto con brillante   autoridad en extensos estudios y artículos por todos nosotros conocidos.  Y el segundo camino que veía, y que resultó al final ser el escogido, era el de tratar de profundizar de una manera, si se me permite la audacia, filosófica y sociológica la realidad viva y encarnada de estos tres conceptos: Opinión Pública, Prensa, Proceso. Y cuando digo profundizar quiero decir efectuar las preguntas correctas y procurar obtener las respuestas que reflejen la verdad sobre la esencia de estos conceptos, de un modo casi platónico si me lo permiten ustedes, para comprender de inmediato cómo estos conceptos se han convertido en  determinaciones  y momentos consubstanciales y perennes de la realidad histórica del hombre, y protagonizan ahora, por inevitable consecuencia lógica, las complicadas relaciones que trataremos de analizar muy ligeramente en esta exposición.  Y cuando elegí seguir este segundo camino, relegando por unas páginas el enfoque del tema  desde una mirada estrictamente jurídica, para abrir entonces  otros ángulos de observación, me he guiado, creo yo, por aquella  justa e irónica advertencia de Samuel Johnson acerca de los peligros para el análisis crítico de quedarse en la cerrazón de la mente especializada,  que el inolvidable protagonista de la gran biografía de Boswell había corroborado, según decía,  al observar con sorpresa que “para los gramáticos, todas las cuestiones de Estado se convierten en cuestiones de gramática”…  Trataré esta tarde, como abogada, que ese no sea hoy mi pecado.
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Me van a permitir ahora Ustedes que invierta en este análisis el orden de los temas, por lo que comenzaremos, de no haber oposición, con el concepto de “Opinión Pública”.  Tratemos de formular entonces, sobre esta “Opinión Pública”, las preguntas correctas, que nos debieran llevar, bien dirigidas, a las respuestas satisfactorias.  Primero, ¿cuál es la naturaleza de una “opinión”?, ¿es una creencia o idea meramente íntima y personal?, ¿es una certidumbre o se sabe o se sospecha rebatible por afirmaciones contrarias?, ¿es una especie de saber o se asemeja a una ignorancia puntual?, ¿nace de mis propias meditaciones, o se forma por una múltiple y sutil articulación de intereses exteriores?  Y después: ¿qué relación guarda mi opinión particular con la “opinión pública”?, ¿qué papel juegan el Estado y los grandes poderes políticos, económicos y sociales en la conformación de ambas?, ¿y cuál es la influencia de la difusión ideológica, tendenciosa o no, llevada a efecto por los diversos medios de comunicación?  Y finalmente: ¿el destino de mi opinión personal es el de permanecer en mi fuero interno como idea o creencia simplemente intencional?;  y  la esencia de la opinión pública, ¿será sencillamente la de un fenómeno social, un modo de comportamiento colectivo, un acto de expresarse sobre la realidad de una gran parte de la población?,  ¿o subyace en ella una complejísima trama que la forma y que la guía en sus pronunciamientos?, ¿y cuáles serán los efectos de ambas sobre las otras determinaciones sociales e institucionales, y  cuáles los de estas sobre nuestras propias opiniones?.

Veamos, muy sintéticamente, cuáles son algunas de las respuestas, porque necesitaría yo muchísimo más tiempo para exponerlas todas, al múltiple contexto que significan las anteriores preguntas.  Ya desde la antigua Grecia la opinión, la “doxa”, era considerada como un estadio intermedio entre la ignorancia y la ciencia, como una facultad especialísima de juzgar con visos de duda y probabilidad, como una manera muy particular y primaria de sustentar ideas;  y por ello se la consideraba muy por debajo de la ciencia, cuya nota de certidumbre resulta imposible de alcanzar por aquellos  juicios dudosos sobre las cosas.  Esta concepción, con pequeñas variaciones, se ha mantenido incólume a través de la historia.  Hoy la situación no ha cambiado: todos tenemos opiniones sobre las cosas y los hechos, y no puede ser de otra manera, porque ellas nos sirven como utensilios para manejarnos en el mundo.  Yo tengo mis propias “opiniones”, más o menos fundadas, sobre multitud de hechos y de cosas: sobre libros y autores, sobre sucesos públicos y cotidianos, sobre la conducta de nuestros gobernantes, sobre las leyes, sobre religión, sobre los diversos procedimientos de la Justicia, sobre la calidad de la información y la mayor o menor influencia de los medios de comunicación sobre el espíritu de los ciudadanos -e incluso, hasta puedo tener mi propia opinión sobre la “opinión pública”.  Pero sé muy bien que estas opiniones mías, aunque logren ser compartidas por un núcleo reducido de personas, pueden ser, y por cierto que lo son, absolutamente distintas y aun antitéticas con las opiniones de muchísimas otras personas.  ¿Y a qué nos conducen estas evidencias?  Sin duda, a comprender que estas opiniones personales, las mías y las de los otros, por consistir su esencia en ser individualmente determinadas y por consecuencia aisladas, no tengan mayor trascendencia  ni valimiento suficiente  sobre  los acontecimientos públicos o el desempeño de los gobiernos o para las aspiraciones generales de la población.
Mi opinión, entonces, en tanto simple juicio individual y como tal rebatible por otros juicios igualmente individuales, carece de la formidable capacidad y real poderío para influir en los acontecimientos que al manifestarse presenta la así denominada “opinión pública”.  ¿Y en qué radica la superioridad y eficacia social de esta “opinión pública”, que Bryce ha llegado a definir, no sin alguna exageración, como “la forma más avanzada del gobierno del pueblo”?  Porque es evidente, y lo vemos  a diario, que cuando ocurre la exteriorización pública de  alguna opinión individual acerca de problemas y soluciones, el mundo apenas repara en ellas, no sufre conmoción ni alteración, y sigue marchando muy tranquilamente por donde iba, bastando las más de las veces una discreta sonrisa en los labios como suficiente condena y completa refutación;  pero cuando es la opinión pública la que se manifiesta y exterioriza , por encima y superior a todos los individuos y a cualquier sector social, cuando es una cantidad enorme de la población la que comparte los mismos juicios, favorables o desfavorables, sobre los hechos y las cosas, y clama por ellos públicamente, en verdad que el mundo se detiene y observa y escucha con muchísima atención.  Cierta vez, recordaran ustedes, Talleyrand le dijo a Napoleón: “Con las bayonetas, Señor, se puede hacer todo, menos una cosa: sentarse sobre ellas”.  Pues bien, en una democracia republicana cualquiera puede llegar por el voto popular al gobierno y sentirse omnipotente y dueño y señor del mando, pero jamás podrá hacer una cosa: gobernar contra la opinión pública sin riesgo cierto de caer.  Y esto le ha sucedido en el curso de la historia incluso a todos los grandes líderes, que habían conseguido, por innegable capacidad política y retórica adecuada,  y por algún tiempo más o menos prolongado, que la mayoría de la opinión publica los identificase con sus aspiraciones generales.
Tratemos, entonces, de aproximarnos al menos a una definición de la naturaleza, de la esencia, de la “opinión pública”, que explique de dónde extrae y por qué obtiene ese poderío social, capaz de hacer cambiar el rumbo de las cosas y de los acontecimientos, con igual eficacia frente a gobiernos claramente democráticos, frente a aquellos demagógicos y mentirosamente democráticos, y aún frente a los regímenes despóticos.  Y los ejemplos abundan a lo largo de los tiempos históricos.
La “opinión pública”, concluyamos, es aquella opinión también basada, como la particular de cada uno de nosotros, en juicios sobre la realidad, pero a diferencia de la otra, esta “opinión pública” no se encuentra sustentada sólo por un individuo sino por un número extraordinario de los habitantes –y aquí viene una de sus notas esenciales--, por muchísimas personas no determinadas individualmente.  Y resulta sin disputa que los contenidos de estos formidables y conmocionantes pronunciamientos públicos sólo pueden consistir en ideas o principios muy generales y de muy fácil comprensión, y de allí la posibilidad de ese estado de enorme adhesión e identificación de la gente con ellos, origen de todo el poder y de toda la fuerza que exhibe la “opinión pública”. Y aquí una advertencia inevitable: no se debe confundir la “opinión pública” con las tumultuosas manifestaciones de los mítines partidarios, ni con las llevadas a efecto con bombos y platillos por sectores sociales específicos, por calles y caminos, en búsqueda de mejoras o cambios para su propio grupo, o en ocasional adhesión hacia otros grupos igualmente limitados en numero y cerrados en sus propios intereses.  Los pronunciamientos soberanos de la “opinión pública” siempre estarán, por definición, muy por encima de las que son mera expresión de preocupaciones individuales o de sectores determinados.  Por otra parte, cambiantes con los tiempos pero reflejando siempre las aspiraciones,  preferencias y preocupaciones actuales de las mayorías, estos pronunciamientos de la “opinión pública”  no admiten, como fenómeno social de actuación colectiva, ni complicadas demostraciones, ni conocimientos especiales, ni presuponen mentes privilegiadas en sus protagonistas.  Lo que no significa, claro está, que grandes intelectuales no puedan participar activamente de esa opinión pública.  Y esta es otra nota peculiar que diferencia la “opinión pública” de la naturaleza de las opiniones individuales, que admiten escasas pero notables excepciones  que sí pueden llegar a veces a ser verdaderamente geniales, y ahí están para probarlo, como simple ejemplo entre tantos otros ilustres, las de Montaigne en sus “Ensayos”, las de Goethe en sus conversaciones con Eckermann, las de Samuel Johnson recogidas por Boswell, muchas de don Miguel de Unamuno, muchas proféticas de Spengler en su “Decadencia de Occidente”, muchas de Bertrand Russell,  muchísimas de nuestro gran Juan Bautista Alberdi.
No resisto al deseo de finalizar esta sin duda incompleta exploración sobre la “opinión pública”, transcribiendo algunos comentarios de Ortega y Gasset, en su “Rebelión de las Masas”.  Dice el filósofo Español: “Jamás ha mandado nadie en la tierra nutriendo su mando esencialmente de otra cosa que de la opinión pública. ¿O se cree que la soberanía de la opinión pública fue un invento hecho por el abogado Danton en 1789 o por Santo Tomás de Aquino en el siglo XIII?  Su noción habrá sido descubierta aquí o allá, en esta o la otra fecha; pero el hecho de que la opinión pública es la fuerza radical que en las sociedades humanas produce el fenómeno de mandar es cosa tan antigua y perenne como el hombre mismo”. Y con una pizca de discutible escepticismo, escribe después Ortega: “Es preciso que la gente que no opina, y es la mayoría, opine.  Sin opiniones, la convivencia humana sería el caos; menos aún: la nada histórica.  La mayor parte de los hombres no tiene opinión, y es preciso que esta le venga de fuera a presión, como entra el lubricante en las máquinas”.  Observación que, como  ustedes pueden apreciar, nos lleva casi de la mano al siguiente tema, el de la Prensa y los Medios de Comunicación,  y al análisis  de sus relaciones tanto con la Opinión Pública cuanto con los Procesos Judiciales.                                
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“La Omnipotencia de la Prensa”, ha titulado el Dr. Carlos Fayt al magnífico estudio que todos conocemos, título que de inmediato nos conduce a una primera cuestión: ¿es dable una teoría sobre la opinión pública sin considerar la existencia de la prensa y la aparentemente irremediable tendencia a la divulgación masiva desde un específico núcleo de intereses?   Dice con acierto el Doctor Fayt, en la Advertencia  inicial a su obra, que la prensa se ennoblece cuando cumple sus funciones con veracidad, responsabilidad y buena fe;  pero me parece a mi que todos pensamos, conociendo este mundo, que ha de ser una tentación muy grande y casi invencible que, sabiéndose de la fuerza y el poder de la opinión pública sobre el desarrollo de los acontecimientos, no se intente a través de los grandes medios de comunicación, o contra su libertad de expresión, y desde algunos sectores de poder, como se ha visto en el curso de la historia y se  observa  hoy en día, no se intente, decía, crear, formar, modificar,  y por ende manejar,  los juicios , las ideas y los pronunciamientos de esa temida “opinión pública”, no dejándola librada a una elaboración y manifestación autónoma e incontrolable sobre puntos sumamente críticos para esos intereses, acerca de la sociedad , la economía y la política.
Recordemos que el gran filósofo inglés de la historia, Collingwood, ha dicho que el valor de la misma consiste en que, al enseñarnos  lo que el hombre ha hecho en el curso de los siglos, nos enseña lo que el hombre es y de lo que es capaz, y por consiguiente su estudio nos lleva a conocernos ni más ni menos que a nosotros mismos.  Y sobre ese poder enorme de la prensa, los ejemplos históricos nos enseñan más sobre los abusos que a través de ella se cometen, y sobre el temor que puede engendrar su libertad para informar y expresarse, que todas las muy respetables teorías a su respecto.  Veamos, entre muchos, dos ejemplos ilustrativos.
El primero, del uso hipócrita de la información aprovechando la enorme difusión de los medios de comunicación.  ¿Qué otra cosa fue, y hoy bien lo sabemos, sino un  desvergonzado manejo de los medios de comunicación con el propósito de engañar y atemorizar a la opinión publica, no sólo norteamericana sino también internacional, la falsa denuncia sobre la existencia de armas de exterminio masivo en Irak, inexistentes como después se demostró?  En una entrevista televisiva de hace un tiempo, el presidente actual de Brasil, descalificando esa conducta del gobierno de los Estados Unidos, reveló que después de la invasión supo de la falsedad de aquella denuncia y de aquella incalificable propaganda, porque había sido precisamente un brasileño quien presidía la comisión que hubo de comprobar de modo irrefutable, como ya se sospechaba, la inexistencia de aquel armamento en territorio iraquí.
Y el otro ejemplo ilustrativo, ahora de nuestro propio país, que surge debidamente documentado en los Diarios de Sesiones de las Cámaras de Senadores y Diputados que integraban, en aquel tiempo a que me referiré, el Congreso Nacional.   No ya el abuso tendencioso, abrumador y mentiroso por medio de la prensa, como en el anterior ejemplo, sino el temor mismo a la libertad de expresión, sirvió, allá por los años cincuenta del pasado siglo, para llevar adelante una durísima campaña contra los diarios opositores y sus respectivas empresas comerciales, calificadas entonces por el oficialismo como “tiendas de mercachifles”.  La campaña había comenzado con una forma temible de censura: la exigencia de publicar informaciones parciales y loas constantes; no bastaba el silencio: el elogio era obligatorio; y la publicación que no se ocupara de los gobernantes quedaba clausurada por antiargentina.  Había seguido esa campaña con la reducción obligatoria de páginas  y la expropiación  de todo el papel existente y del que entrara, cuya distribución para colmo, quedaba en manos del propio gobierno, llegando esa disminución de páginas que se autorizaban a imprimir, aunque hoy sea difícil de creer, a solamente  cuatro por día.  Respecto a los dos impresos máximos de la época, tales restricciones fueron mantenidas con inflexible rectitud. La campaña se coronó, poco después, con el despojo que significo la expropiación de “La Prensa”.   Una arbitraria interpretación de la ley de Aduanas, sólo vigente para la desposeída, puesto que de generalizarse colega alguno se salvaba de la quiebra, permitió fraguar un crédito por treinta y seis millones de pesos, con el cual, y el bajo avalúo del activo, el apoderamiento por parte del gobierno no costo nada.  Ahora bien, ¿qué era realmente lo que estaba en juego por aquellos años con estas maniobras?  Como bien se comprende, no estaba enjuiciada una empresa periodística: estaba enjuiciado el concepto mismo de la libertad de prensa.  Lo que molestaba al gobierno, imposibilitado de subsistir si no aislaba a la opinión pública de toda información esclarecedora, era el instrumento informativo.  
 Como se entiende de inmediato por estos dos ejemplos, el uno por el abuso tendencioso de la prensa, y el otro por el temor a la libertad de expresión, ambos resultan ser, aunque repudiables, un tácito reconocimiento al inmenso poder, o a la omnipotencia, como prefiere el Dr. Fayt, que poseen los medios de comunicación masiva.
Pero volvamos a la teoría, limitándonos a la prensa cotidiana, a la radio y a la televisión.  ¿Cuáles son sus caracteres esenciales?   Como medios de comunicación masiva, sus notas distintivas, y ellas son las que les otorgan el formidable potencial que todos conocemos, son, por un lado, la indeterminación de la enorme cantidad de receptores, no así de los que comunican,  los cuales son conocidos con absoluta precisión;  y por otro lado,  la concentración de las decisiones,  ya que son muy pocas personas las que resuelven lo que se debe comunicar a la población.   De estas  características de los medios masivos surge aquella  notable influencia y  los consecuentes efectos psicológicos,  sociológicos,  culturales y políticos que producen en la sociedad receptora;  y en  esta dirección,  los  intereses de los grandes poderes económico sociales,  y  los del propio Estado,  son los factores de mayor trascendencia  que,  apelando a esa intermediación y difusión  masiva de la prensa,  forman y modifican  las ideas y juicios de la comunidad en general.  Pero por parte de los mismos medios de comunicación, ¿se dan siempre en ellos, como no hay duda que muchas veces ocurre, aquellas virtudes de veracidad, responsabilidad y buena fe, que el Dr. Fayt reclama en su desempeño?  Y esta pregunta nos lleva de inmediato al siguiente tema a tratar: el del Proceso Judicial y sus complicadas relaciones tanto con la Prensa cuanto con la Opinión Publica.
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 Articulemos ahora, de una manera breve pero suficiente,  las relaciones mutuas que entre sí  desenvuelven estas tres realidades sociales,  objeto de nuestro tema: Proceso, Prensa y Opinión Pública.   Siendo los procesos judiciales la forma que el Estado ha sancionado para ordenar los pasos sucesivos que la administración de justicia ha de seguir en su tarea de juzgar conductas prohibidas y de resolver discrepancias entre partes, resulta evidente y justificado el interés de la opinión pública por saber cómo se desempeñan los tribunales, ya que en ellos se ponen en juego, de modo cierto y reglado, la libertad, los bienes y el honor de los habitantes del país. Y esta información sobre la marcha de los casos judiciales resultaba tan necesaria para formar y mejorar la cultura cívica de la población y su capacidad de entendimiento, que terminó por convertirse en el derecho ahora inalienable a recibir y reclamar toda la información debida, a los efectos que los pronunciamientos de una opinión pública bien fundada sirviese para expresar sus preocupaciones y para alertar a los responsables.  Porque las quejas sobre la lentitud y los plazos del Proceso, por ejemplo, no están siempre justificadas y debieran de referirse exclusivamente a los excesos infundados y no generalizar las críticas.  Mas esto no es nuevo, ni mucho menos.   Todos recordaran que en el famoso monologo de Hamlet,  ante la certeza de que su padre ha sido asesinado, el príncipe de Dinamarca, abrumado por el dolor,  se ve conducido al dilema de ser o no ser,  y enumera entonces las calamidades y amarguras que nos depara la vida,  mencionando entre esos infortunios -- ¡ hace  cinco siglos! -- la lentitud de la justicia…
Ahora bien, dejando jurídicamente establecido que resulta obvio e inadmisible que el simple criterio de los legos pueda llegar a influir o forzar el sentido de las decisiones judiciales, resulta muy claro que una natural y correcta intercomunicación entre la Justicia y la Opinión Publica será beneficiosa para ambas, llevando a la segunda a la revalorización de la tarea tribunalicia y reafirmando en la primera el reconocimiento no siempre fácil de su esforzada labor diaria. Y esta deseable relación no puede ser de otra mejor manera llevada a cabo como no sea por los grandes medios de comunicación masiva,  que informando a la población la realidad comprobada  de los procesos judiciales que se van desarrollando, es decir, de los hechos implicados y de las resoluciones adoptadas, cumpla con responsabilidad  su parte en ese deber irrenunciable de educar al  pueblo soberano.  ¿Pero esto sucede siempre así?  La respuesta aparece, lamentablemente, como negativa.   La  inmensa mayoría de las cuestiones y los casos que los jueces resuelven a diario, en estricto cumplimiento de las  normas aplicables,  no parecen ser de interés para los medios y por ende no tienen ni la más  mínima  difusión publica,  con el  paradójico  y sorprendente resultado  de que  el trabajo  más numeroso y quizá de mejor calidad de  magistrados impecables  permanezca desconocido para la casi totalidad de la población.   Esta es una injusta falencia que merecería tanto un profundo análisis cuanto una apropiada solución.  Si no se muestran ni conocen las virtudes y los méritos, el más mínimo de los errores judiciales, como si la existencia de los recursos no presupusiera ya con toda lógica esa humana posibilidad, acapara toda la atención descalificadora, con la peligrosa consecuencia de la condena pública inmerecida del magistrado.   En una de sus tantas anécdotas, refiere Oscar Wilde que invitado a pronunciar unas conferencias en los Estados Unidos, una de ellas  había sido  programada para  darla en el por entonces peligroso  Lejano Oeste,  aquel de los famosos “cowboys”, resultando  ser el lugar de su disertación  uno de aquellos  salones—bares  de la época,  y su público una nutridísima concurrencia de gente armada;  y cuenta Wilde que al prepararse para hablar advirtió  un muy  antiguo cartel, colgado bien a la vista de todos los asistentes, que con sus letras ya gastadas por el tiempo suplicaba lo siguiente:  “Por favor, no disparen contra el pianista; el pobre hace lo que puede”…   Sin el piano y sin las armas, hoy podríamos decir también a los medios y a la opinión publica, en aras a la verdad, “por favor, no tiren siempre contra el juez; el hombre hace lo mejor que puede”…   Y como para muestra basta un botón, he aquí un ejemplo.  Nadie puede tener la mas mínima duda que uno de los reclamos y preocupaciones mas acuciantes por parte de la opinión pública, es el de la inseguridad con que hoy se vive; y los asesinatos y atracos que casi diariamente sacuden todas las conciencias reciben, por parte de los medios, una enorme difusión publica.  Pues bien, en el diario “Clarín” del pasado día 10 de este mes de octubre, se ha publicado una muy extensa nota de dos páginas completas y grandes titulares, que seguramente muchos de ustedes han leído, acerca de las carencias materiales y presupuestarias de los tribunales, que llevaron, según reza el titulo de la nota, a “La mano atada de la Justicia”.  Los datos son en general correctos; pero en el subtitulo del interesante trabajo, y en destacado lugar, se lee el siguiente despropósito: “Los reclamos por la inseguridad chocan con la ineficacia judicial”, juicio inadmisible que pareciera creer que la seguridad de los habitantes depende de las computadoras, tinta, papel, despachos y nombramientos que puedan faltar en los tribunales…   Ante semejantes creencias, las Asociaciones de Magistrados y Funcionarios de la Justicia   han salido méritamente a desmentir semejante especie, aclarando enérgicamente lo que ni los medios ni la opinión pública debieran de ignorar: que tanto la responsabilidad por la inseguridad pública cuanto la normativa sobre las excarcelaciones, no son de la incumbencia judicial, correspondiendo la primera al Poder Ejecutivo y la segunda al Congreso.    
Si consultamos, entre tantas más interesantísimas, la obra del Dr. Fayt antes mencionada, o la investigación realizada por la Fundación Poder Ciudadano, “Jueces y Periodistas. Cómo se Informa y cómo se Juzga”, o el estudio de Calogero Pizzolo, “Democracia, Opinión Publica y Prensa”, o la contribución de Carlos Cossio en “La opinión pública”, veremos que la deficiencia en la información acerca de los procesos judiciales no es de ningún modo infrecuente. Entre los problemas que se originan entonces por el deficiente o interesado desempeño de los medios, podemos todos los días comprobar los siguientes, que por cierto no agotan la lista: el desprecio por el derecho a la presunción de inocencia; la aparición de extravagantes juicios paralelos cuyo veredicto los dicta la población; las crecientes presiones del público y de los medios, que pueden alterar la serenidad espiritual y la tranquilidad psicológica propia de la delicadísima tarea de juzgar; el injustificado sensacionalismo con que se tratan situaciones colaterales en detrimento de la cuestión central de los casos; la ausencia evidentísima en la información difundida de un previo estudio lo suficientemente serio sobre los hechos del proceso y los reales valores comprometidos en ellos; la difusión de hipótesis y rumores infundados con que los medios tratan de llenar sus necesidades imperiosas de información diaria, que no coinciden en su premura con los tiempos establecidos por las normas procesales; y para concluir esta insuficiente enumeración de problemas, la enorme difusión que los medios dan al principio a los hechos conmocionantes y la progresiva desatención en que van cayendo los mismos, hasta llegar en ocasiones al abandono total de noticias a su respecto, lo que origina una sensación de frustración en los ciudadanos y la creencia equivocada de que en los tribunales no se hace nada por solucionar los casos. 
Y esta descalificación pública peligrosísima, o los no menos graves intentos para que los fallos sean complacientes con los intereses y medidas políticas del momento, se puede ver a menudo en pasados y en presentes tiempos, proviniendo a veces, lamentablemente, de los otros mismos Poderes del Estado. Y de esto, un ejemplo histórico. Allá por mil novecientos treinta y tantos, la Suprema Corte de los Estados Unidos dictó una serie de fallos que declaraban inconstitucionales varias medidas y resoluciones adoptadas por el gobierno en cumplimiento del famoso “New Deal”, plan con el que Roosevelt intentaba superar la tremenda crisis económica que azotaba al país. Esto enfureció al presidente, atónito porque se le opusiera una Constitución, como él la definía, “de la época de los caballos y las carretas”; pero comprendiendo al fin la formidable consistencia de aquella Carta, envió al Congreso un proyecto por el cual pretendía aumentar el número de los miembros de la Corte, con el propósito inocultable de procurar así una mayoría que apoyara sus planes. No consiguió ni el apoyo de sus propios partidarios, mal avenidos con esa intentona antirrepublicana, y el proyecto fue rechazado. Y cuenta el célebre economista y filósofo de la política Federico Hayeck que, recién llegado por esa época a Washington, abordó un taxi y conversando con el conductor le preguntó cómo le iba al presidente con su plan de recuperación: la respuesta fue que el país andaba mejor; pero refiere Hayeck que el hombre, reduciendo la marcha del automóvil y volviendo hacia él la cabeza, le dijo en encarecimiento notorio: “Pero jamás debió meterse con la Suprema Corte”. Esta notable salida, que sin duda reflejaba una encomiable opinión generalizada, impresionó tanto al ilustre pasajero que éste, como podrán verificarlo ustedes, ha dejado constancia de ella en una nota de su admirable libro “Los Fundamentos de la Libertad”. 

Y para concluir, con el respeto irrestricto por la libertad de expresión de las ideas, magníficamente afirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el conocido caso Kimel, dejo como posible intento de solución, para sostener el alto prestigio que debieran  poseer los tribunales de justicia, la siguiente propuesta:  la creación de un órgano informativo que, por un lado, ilustrara con claridad a la opinión pública  cuando se entienda necesario, sobre los procesos y los fundamentos de las resoluciones judiciales; y por el otro, que informara debidamente a los medios cuando éstos deformen en sus afirmaciones, opiniones o conjeturas la realidad de las causas judiciales y la razón de sus decisiones. Me imagino un órgano de pocas personas calificadas, no más de seis, conformada, digamos, por dos prestigiosos jueces ya retirados, dos  representante de cada Colegio de Abogados, y dos profesores emeritos de la Facultad de Derecho.   Les dejo a ustedes esta modestísima propuesta… 
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